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San Juan de Pasto, 22 de julio de 2021 

 

 

 

Señores: 

Juez Constitucional de Tutela del Circuito de Pasto. ® 

E. S. D. 

 

 

 

Asunto.  Acción de Tutela  

  Accionante: Hernán Darío Fajardo Revelo.  

Accionado: Departamento de Nariño – Comisión Nacional del Servicio C. 

 

 

 

Hernan Darío Fajardo Revelo, mayor de edad e identificado con la cédula de 

ciudadanía número 1.085.317.194 expedida en Pasto, domiciliado en la carrera 26 No. 

17 – 40 ofc. 312 de Pasto, abogado portadora de la T.P No. 308526 del Consejo Superior 

de la Judicatura, con correo electrónico para las notificaciones 

dfajardo@firmasanchez.com actuando en mi condición de apoderado judicial de la 

señora Yanet Amelia Hidalgo Melo, persona mayor de edad, domiciliada en el 

municipio de Pasto, identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.632  

expedida en el municipio de Pasto, quien actúan en condición de presidenta y 

representante legal del sindicato Unión de Administrativos del Sector Educativo de 

Nariño UNASEN, por medio del presente escrito me permito formular acción de tutela, 

en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil- CNSC, entidad de Derecho 

Público, representada legalmente por su Presidente el Dr. JORGE ALIRIO ORTEGA 

CERÓN y el Departamento de Nariño, entidad de Derecho Público representada 

legalmente por el Gobernador Dr. JHON ALEXANDER ROJAS CABRERA, por vulnerarse 

los derechos fundamentales al debido proceso, confianza legítima, igualdad, al 

trabajo y al acceso a cargos públicos por concurso de méritos de los que son titulares 

los trabajadores del DEPARTAMENTO DE NARIÑO afiliados a UNASEN.  

 

Se sustenta la solicitud de amparo en base a los argumentos de hecho y derecho que 

se pasan a esgrimir.  

 

I. HECHOS. 

 

1-.  La Unión de Administrativos del Sector Educativo de Nariño UNASEN, es una 

organización sindical que agrupa a trabajadores oficiales del Departamento de 

Nariño, muchos de ellos que se encuentran nombrados en carrera administrativa en la 

Planta Global de Cargos del Departamento de Nariño y que en virtud a vacancias 

definitivas han accedido a encargaturas, por cumplir los requisitos mínimos para ejercer 

cargos superiores a los que inicialmente fueron nombrados.  

 

2-. Los empleados que se encuentran nombrados en carrera administrativa, están 

interesados y expectantes en participar en el concurso de ascenso que efectuara el 

nominador Departamento de Nariño en conjunto con la CNSC:  

 

3-. La Comisión Nacional del Servicio Civil (en adelante CNSC), en conjunto con la 

Gobernación del Departamento de Nariño, desde el año 2016 adelantaron la etapa 

de planificación del proceso concursal para proveer definitivamente los cargos 

vacantes existentes dentro de la planta de Cargos de la mentada entidad territorial.  
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4-. En el mentado proceso de planificación del concurso de méritos, la Gobernación 

del Departamento de Nariño, realizó la presentación de la Oferta Pública de Empleos 

de Carrera OPEC, certificando la existencia de 903 empleos en vacancia definitiva 

dentro de la Planta de Personal de la Gobernación del Departamento de Nariño; 

además de remitir el Manual especifico de Funciones y Competencias Laborales 

vigente.  

 

5.- Así mismo, el Departamento de Nariño pagó en favor de la CNSC la suma de TRES 

MIL CIENTO SESENTA MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($3.160.500. 000.oo), por 

concepto de los gastos que demanda el concurso de méritos en cuestión.  

 

6-. Para el reporte de la OPEC realizado en el Sistema de Apoyo para la Igualdad, el 

Mérito y la Oportunidad- SIMO, mediante Acuerdo No. CNSC 20191000008736 del 6 de 

septiembre de 2019 y Circular Externa No. 0006 del 19 de marzo de 2020, la CNSC dio 

los lineamientos, el plazo y otras instrucciones para que las aludidas entidades públicas 

cumplieran oportunamente con esta obligación. 

 

7-. Como producto del proceso de preparación, en apariencia, la Gobernación del 

Departamento de Nariño y la CNSC, dieron cumplimiento a los preceptos 

contemplados en la circular 2016100000000057 de la CNSC y como consecuencia se 

expidió por la CNSC el acuerdo  2020100003626 del 30 de noviembre de 2020  “Por el 

cual se convoca y se establecen las reglas del proceso de selección, en las 

modalidades de Ascenso y Abierto, para proveer los empleos en vacancia definitiva 

pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal 

de la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado como proceso de 

selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño”.  

 

8.- Pese a que, en apariencia, se habrían cumplido los requisitos legales y 

reglamentarios para la realización y puesta en marcha del concurso de méritos, existen 

gravísimas inconsistencias acaecidas por virtud de omisiones de parte de la entidad 

territorial, las cuales afectan de manera directa la valides del Acuerdo 2020100003626 

del 30 de noviembre de 2020, el cual será la norma rectora de todo el concurso. Estas 

irregularidades son: i) El Departamento de Nariño dejó de registrar en la OPEC, 186 

vacantes definitivas, existentes en la planta de la Secretaría de Educación del 

Departamento de Nariño, de los 1443 cargos distribuidos en las Instituciones Educativas 

de los 61 municipios NO certificados en Educación aprobada por el Ministerio de 

Educación Nacional. ii) El Departamento de Nariño omitió la actualización del Manual 

especifico de Funciones y Competencias Laborales, habida cuenta las necesidades 

del servicio y la estructura funcional del ente territorial.  iii) el Departamento de Nariño a 

omitido la actualización del Manual de Funciones y Competencias Laborales, para 

atemperarlo a los términos del Decreto Ley 785 de 2005, desconociendo los mandatos 

del Decreto 051 de 2018 que modificó el Decreto 1083 de 2015.  

 

9.- Ante la existencia de las anteriores enlistadas irregularidades, el Acuerdo CNSC 

2020100003626 de 2020, carece de validez jurídica, toda vez que para su expedición se 

dio por sentado y no lo es, que el Departamento de Nariño dio cumplimiento a lo 

estipulado en el artículo 2.2.6.34 del Decreto 1083 de 2015, adicionado por el artículo 3 

del Decreto 051 de 2018, que impone a los Jefes de Personal de las entidades estatales  

vigilados por la CNSC, el deber de reportar verazmente a través del Sistema de Apoyo 

para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad SIMO, la Oferta Pública de Empleos de 

Carrera -OPEC- de los empleos que se encuentren vacantes de manera definitiva a 

través del Sistema de Apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad SIMO; por 

una parte y por otra que se dio por sentado y no lo es, que el Manual de Funciones y 
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Competencias Laborales se ajusta a derecho, cuando lo cierto es que el mismo se 

encuentra desactualizado y no cumple los términos previstos en el a los términos del 

Decreto Ley 785 de 2005.  

 

10-. Consiente de la complejidad de la planta de personal y la condición financiera de 

la Gobernación del Departamento de Nariño, el Dr. JHON ALEXANDER ROJAS CABRERA 

Gobernador del Departamento de Nariño, suscribió el convenio 219- 2020 con el 

Departamento Administrativo de la Función Pública, con el objetivo de rediseñar 

organizacionalmente la institución para lograr transformaciones planteadas en el  plan 

de desarrollo “Mi Nariño”, para que futuras administraciones puedan prestar 

adecuadamente los servicios a la ciudadanía.  

 

El rediseño institucional pactado en el convenio señala que Función Pública 

adelantará acompañamiento constante para la organización administrativa y la 

transformación Institucional del departamento a través de acciones para el 

fortalecimiento institucional de la administración departamental en relación con 

estructuras, plantas de personal, manuales de funciones y competencias laborales. 

Asimismo, el acuerdo implica asesoría y acompañamiento para la consolidación del 

Modelo Integrado de Planeación y Gestión (MIPG).  

 

11-. En marco del convenio 219- 2020, el Dr. JHON ALEXANDER ROJAS CABRERA en su 

condición de Gobernador del Departamento de Nariño y el Dr. Fernando Grillo en 

condición de Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, 

tomando como base las inconsistencias presentadas en el reporte de la OPEC en el 

SIMO, las deficiencias en el manual de funciones  y la proyección de una 

reestructuración Institucional, de manera conjunta solicitaron a la CNSC suspendiera 

por un término no mayor a los seis meses el concurso de méritos; en su tenor pidieron:  

 

“Que la Comisión Nacional del Servicio Civil, de Manera atenta y en 

consideración a las dificultades presentadas en varios de los empleos que se 

encuentran reportados en el proceso de selección No. 1522 de 2020 – Territorial 

Nariño, suspenda temporalmente el proceso por un plazo no mayor a seis (6) 

meses, hasta tanto estas situaciones sean superadas técnica y jurídicamente, y a 

entidad haya podido efectuar las actuaciones administrativas tendientes a 

establecer los correctivos requeridos en cada empleo. Este tiempo incluirá la 

presentación de las modificaciones que deben realizarse en el marco del 

proceso de fortalecimiento acompañado por la Función Pública, y que 

necesariamente derivan en ajustes en los Manuales de Funciones, así como las 

demás acciones complementarias tendientes para superar las dificultades 

denotadas en el anexo”.    

 

12-. A pesar que, en el oficio referido en el hecho anterior se evidencia las 

inconsistencias en la OPEC, que se anuncia un proceso de reestructuración institucional 

que afectara el manual de funciones y que se denuncia que el Manual especifico de 

funciones con el que se está efectuando el proceso de selección No. 1522 de 2020, 

adolece de yerros técnicos y jurídicos; la CNSC mediante oficio de fecha 26 de febrero 

de 2021, da respuesta a la petición del Gobernador, respondiendo negativamente a la 

súplica, bajo el argumento que, la convocatoria se realizó con insumos brindados por 

el ente territorial y que a la fecha no existe un acto administrativo en firme que sustente 

la modificación del manual de funciones que impacte la OPEC. Arguye la CNSC que el 

proceso de selección se ha iniciado con la venta de derechos de participación e 

inscripciones y que por lo tanto no puede suspender el proceso porque se afectarían a 

otras entidades territoriales; además de las expectativas generadas en la ciudadanía 

en general.  
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13-. Es decir que la CNSC no accede a la petición del Gobernador que se sustenta en 

inconsistencias técnicas y jurídicas de la OPEC, bajo el argumento de que tales 

problemas no se generan por la responsabilidad de la CNSC y que las expectativas 

generadas en la población son de mayor valor que el principio de legalidad que rige 

nuestro Estado Social de Derecho.   

 

14-. Con la respuesta brindada por la CNSC al Gobernador del Departamento de 

Nariño se está desconociendo los principios que rigen los concursos de méritos, según 

los cuales las entidades ofertantes de empleos públicos deben participar con la CNSC 

en el proceso de planeación conjunta y armónica del concurso de méritos, debiendo 

tener previamente actualizados sus respectivos Manuales Específicos de Funciones y 

Competencias Laborales.  

 

15-. Es flagrante la violación por parte de la CNSC al principio de colaboración 

armónica, pues la entidad ofertante de empleos públicos (Gobernación de Nariño), le 

está denunciando yerros en la OPEC y manuales de funciones, los cuales se deben 

corregir en garantía del mismo proceso de selección y en protección a las aspiraciones 

y derechos de los concursantes.  

 

16-. En el presente caso, la CNSC está desconociendo sus propias funciones, pues el 

artículo 7 de la Ley 909 de 2004 la define como un “un órgano de garantía y 

protección del sistema de mérito en el empleo público que “(…) con el fin de 

garantizar la plena vigencia del principio de mérito en el empleo público (…), (…) 

actuará de acuerdo con los principios de objetividad, independencia e 

imparcialidad”, principios que se sacrifican cunado no se tienen en cuenta los criterios 

técnicos esgrimidos por el oferente del empleo público,  

 

17-. Debe mencionarse que, en nuestro ordenamiento jurídico, no es factible el 

sacrificio de principios como el de legalidad u objetividad, en procura del 

cumplimiento de cronogramas; como lo pretende la CNSC.  

 

18-. EL Gobernador del Departamento de Nariño expidió el Decreto 114 del 25 de 

Marzo de 2021 “Por medio del cual se modifica el Manual Especifico de Funciones y 

Competencias Laborales para los empleos de la planta global de personal del nivel 

central de la Gobernación del Nariño”, modificando los limites mínimos y máximos  de 

requisitos y experiencia y ajustando las competencias laborales para el cargo de 

Profesional Universitario del área de Archivo Central. Este hecho evidencia que hasta la 

fecha se siguen haciendo cambios en el manual de funciones, que es el documento 

base para el ejercicio de las funciones públicas  y para el concurso de méritos.  

 

19-. Teniendo en cuenta que hasta la fecha, la Gobernación del Departamento de 

Nariño,  no ha culminado el proceso de reestructuración institucional y no se consolida 

el proceso de actualización del manual especifico de funciones; en conjunto con la 

CNSC , están en la obligación de suspender el proceso de selección No. 1522 del 2020 

– Territorial Nariño; hasta tanto se aclare el panorama jurídico de la planta de cargos y 

se garanticen los derechos a quienes aspiran al proceso de ascenso y a quienes 

desena acceder al sistema de carrera administrativa.  

 

20-. Por los hechos anteriormente narrados, se presentó demanda de simple nulidad en 

contra del Acto Administrativo contenido en el Acuerdo número 2020100003626 del 30 

de noviembre de 2020 proferido por la Comisión Nacional del Servicio Civil, “Por el cual 

se convoca y se establecen las reglas del proceso de selección, en las modalidades de 

Ascenso y Abierto, para proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al 
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Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado como proceso de 

selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño”, la cual se radicó ante la Sección 

Segunda del Consejo de Estado bajo el número de proceso  11001-03-25-000-2021-

00316-00. Empero, no se ha decretado medida provisional, con lo cual, el tramite del 

proceso contencioso administrativo tomara gran margen de tiempo, con lo que se 

conculcan  Derechos Fundamentales.  

 

21-. Los  comunicados  de  cierre  de  inscripciones  de  la  Comisión  Nacional  del  

Servicio  Civil,  para el proceso de selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño, 

establecen como fecha  límite  el  11 de agosto de 2021.  

 

 

II. PRETENSIONES. 

 

PRIMERA. Se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, confianza legítima, 

igualdad, al trabajo y al acceso a cargos públicos por concurso de méritos de los que 

son titulares los trabajadores del DEPARTAMENTO DE NARIÑO afiliados a la Unión de 

Administrativos del Sector Educativo de Nariño UNASEN y que se vulneran por parte de 

la Gobernación del Departamento de Nariño y la Comisión Nacional del Servicio Civil.  

 

SEGUNDA. Se ordene al DEPARTAMENTO DE NARIÑO y a la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL suspendan el proceso de selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño; 

hasta tanto el primer accionado, culmine el proceso de reestructuración administrativa 

y actualización del Manual de Funciones y Competencias Laborales, y se garantice la 

veracidad, exactitud y certidumbre en la información reportada en las OPEC y en el 

SIMO, a efectos de brindar garantías en el proceso de selección.  

 

 

III. MEDIDA PROVISIONAL. 

 

Como medida provisional y transitoria para la protección de los derechos de mis 

defendidos, solicito muy  respetuosamente  se  ordene  a  la  COMISIÓN  NACIONAL  

DEL  SERVICIO  CIVIL –CNSC, la suspensión provisional del proceso de selección No. 

1522 de 2020 de la CNSC – Territorial Nariño. pues el periodo de inscripciones para los 

cargos finaliza el día 11 de agosto de 2021, lo que implica la necesidad manifiesta de 

tomar una decisión urgente y  transitoria  para  conjurar  un  perjuicio  inminente e  

irremediable, pues  como  es  notorio,  la  fecha  de inscripciones es en pocos días por 

lo cual al cerrarse dichas inscripciones sin que se puedan inscribir mis representados 

cumpliendo el mínimo de requisitos, se puede configurar una violación más gravosa a 

sus derechos fundamentales. Esta medida solicitada no es arbitraria, por el contrario, es 

razonada y necesaria en función de la inminente vulneración de derechos y dada la 

prontitud del cierre de inscripciones del proceso de selección. Esta medida urgente, 

razonada y necesaria busca evitar que la violación de los derechos fundamentales de 

mis poderdantes no se torne más gravosa y las mismas pueden ser adoptadas durante 

el trámite del presente proceso, toda vez que “únicamente durante el trámite o al 

momento de dictar la sentencia, se puede apreciar la urgencia y necesidad de la 

medida” (Corte Constitucional. Auto 040 A de 2001).  

 

A efecto de probar la necesidad y urgencia de la medida solicitada, se aporta en el 

acápite de pruebas los comunicados de cierre de inscripciones de la Comisión 

Nacional del Servicio Civil.  

 

IV. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL 
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PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA.  

 

Es imperativo establecer la procedencia de la presente acción como mecanismo 

transitorio, pues si bien es cierto existe otro mecanismo judicial como lo es la acción de 

simple nulidad contra el Decreto 218 de 2021 para conocimiento de la jurisdicción 

contencioso administrativa, acción que se impetrará en su momento  a fin de agotar 

los mecanismos judiciales pertinentes, también es menester darle a conocer  a  la  

judicatura,  que  el  plazo  o  término  para  inscripciones  a  los  cargos  tiene  como  

fecha máxima  el  11 de agosto de 2021 y  el  Manual  de  Funciones  actualizado  es  

de  marzo  de  2021,  lo  que evidentemente  implica  un  lapso  de  tiempo  muy  corto  

para  dar  a  conocer  el  asunto  a  la  jurisdicción contencioso  administrativa  y  que  

esta  se  pronuncie  al  respecto,  así  como  también  el  tiempo  de  la expedición del 

Manual es relativamente corto 

 

Adicionalmente, se debe destacar que se UNASEN presentó demanda de simple 

nulidad en contra del Acto Administrativo contenido en el Acuerdo número 

2020100003626 del 30 de noviembre de 2020 proferido por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil, “Por el cual se convoca y se establecen las reglas del proceso de 

selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto, para proveer los empleos en 

vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la 

planta de personal de la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado 

como proceso de selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño”, la cual se radicó 

ante la Sección Segunda del Consejo de Estado bajo el número de proceso  11001-03-

25-000-2021-00316-00. Empero, no se ha decretado medida provisional, con lo cual, el 

tramite del proceso contencioso administrativo tomara gran margen de tiempo, lo  que  

se  traduciría  evidentemente  en  el  vencimiento  del  plazo  para  las  inscripciones  al 

proceso de selección, por lo cual de forma transitoria es la acción de tutela el 

mecanismo idóneo para que se puedan proteger de forma eficaz los derechos de mis 

defendidos, sin perjuicio de la acción de simple  nulidad  que  se  ESTA TRAMITANDO   

de  forma  oportuna  a  fin  de  que  la  jurisdicción  contencioso administrativa tome 

una decisión de fondo en los términos de los incisos 2 y 3 del artículo 8 del Decreto Ley 

2591 de 1991. 

 

De otra parte, se está configurando un perjuicio irremediable presente y futuro, dada la 

modificación de los requisitos para los cargos a los que se pretende aspirar, pues ello 

conlleva unas condiciones nuevas que no eran previstas por mis prohijados, tornando 

así el perjuicio como inminente. Así mismo el menoscabo o daño generado es 

relevante e intenso, ya que al dar aplicación al Manual actual se está  generando  una  

situación  desfavorable  tanto  de  acceso  al  concurso  de  méritos  vulnerando  la 

igualdad,  así  como  también  aniquilando  todo  tipo  de  expectativa  de  mis  

poderdantes.  Las  medidas solicitadas  como  se  puede  evidenciar  en  esta  acción  

de  amparo,  son urgentes pues  se  están vulnerando los bienes jurídicos personales de 

mis prohijados de tal manera que el perjuicio no tendrá una manera reversible de 

subsanarse. Así las cosas, la acción constitucional se erige como el único mecanismo  

que  haría  posible  una  protección  eficiente  de  los  derechos  fundamentales  que  

aquí  se invocan, tal como se  ha establecido en Sentencias como la SU-133 de 1998, 

SU-961 de 1999 y T-136 de 2005.La Corte Constitucional ha reiterado que las acciones 

contencioso administrativas no protegen en igual grado  que  la  tutela,  los  derechos  

fundamentales  amenazados  o  vulnerados  en  los  procesos  de vinculación de 

servidores públicos, cuando ello se hace por concurso de méritos, ya que la mayoría 

de  veces  debido  a  la  congestión  del  aparato  jurisdiccional,  el  agotamiento  de  

las  mismas implica  la prolongación de la vulneración en el tiempo. Estos argumentos 

han sido sostenidos en jurisprudencia relevante, más precisamente en las sentencias de 
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tutela 569 de 2011 y 604 de 2013, de tal manera que  la  acción  constitucional  de  

tutela  resulta  procedente  en  el  caso  particular. Así  las  cosas,  en  el evento en que 

para el caso concreto la única medida que pueda lograr la vulneración de otros 

derechos sea  la  orden  de  suspender  el  concurso,  ésta  deberá  ser  adoptada  por  

el  juez  en  ejercicio  de  sus potestades, ya que, de permitirse  continuar con un 

proceso viciado  de ilegalidad,  se consolidaría  la vulneración de derechos, atentando 

así contra los postulados de orden superior. 

 

 

Violación de derechos fundamentales: Se configura una vulneración de numerosos 

derechos fundamentales tanto autónomos como conexos de los que son titulares mis 

representados, como el debido proceso, la igualdad, la confianza legítima, el trabajo y 

el acceso a empleos públicos por concurso de méritos; ello producto de la 

modificación del Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la 

Alcaldía de Pasto, adoptado por el Decreto Municipal 218 de 2021; pues se ha 

ocasionado con la implementación de estos nuevos parámetros, una trasgresión a la 

buena fe que mis representados han depositado en la entidad pública en la que 

prestan sus servicios, esa relación de confianza ha sido violentada por la entidad 

territorial accionada al desconocer las mínimas garantías de consulta o por lo menos, 

de no desmejorar los derechos de quienes han trabajado por superarse tanto personal 

como profesionalmente, quitándoles además un derecho ya adquirido como lo es la 

plena seguridad, convicción y confianza de que podían concursar para los cargos que 

actualmente ya ocupan y de los que no se ha tenido ningún inconveniente laboral que 

afecte el normal funcionamiento de la entidad. Es así que además de que la confianza 

como principio y proyección del principio de buena fe, les ha sido arrebatado también 

se ha trasgredido el debido proceso, pues la entidad territorial accionada al tomar 

decisiones de carácter general como lo es modificar el Manual de funciones, sin 

observar las consecuencias negativas particulares que ello conllevaría, violentó 

aquellas garantías mínimas de mis poderdantes de ser escuchados en su momento, así 

como incorporó de forma infundada requisitos de estudios excluyentes a personas 

cuyo perfil ya estaba definido y que cumplían los requisitos mínimos para acceder 

como cualquier otra persona a estos cargos, en igualdad de condiciones y en 

igualdad de derechos mediante el mérito, la oportunidad y la transparencia que 

deben caracterizar los procesos de selección para cargos públicos.  

 

Uno de los pilares del Estado social de derecho se encuentra en el concepto de 

derecho fundamental. Dos notas esenciales de este concepto lo demuestran. En 

primer lugar, su dimensión objetiva, esto es, su trascendencia del ámbito propio de los 

derechos individuales hacia todo el aparato organizativo del Estado. Más aún, el 

aparato no tiene sentido si no se entiende como mecanismo encaminado a la 

realización de los derechos. En segundo lugar, y en correspondencia con lo primero, la 

existencia de la acción de tutela, la cual fue establecida como mecanismo de 

protección inmediata de los derechos frente a todas las autoridades públicas. Así las 

cosas, el deber de protección de los derechos fundamentales exige al operador 

judicial tomar al momento de fallar una acción de amparo una serie de medidas 

tendientes a lograr que la protección sea efectiva. “Entre las prevenciones que debe 

adoptar el juez de tutela cuando evidencia la transgresión de una garantía 

constitucional, está la de dictar una sentencia en la cual restablezca el derecho y se 

dispongan una serie de órdenes que garanticen el cumplimiento de las decisiones 

adoptadas.” (Sentencia T-604 de 2013) El artículo 125 de la Constitución constituye uno 

de los pilares sobre los cuales se sustenta el acceso a la función pública. En efecto, 

dicha norma contiene una pluralidad de principios que la rigen, dentro de los cuales se 

destacan: (i) la generalidad que instituye los empleos en los órganos y entidades del 

Estado como de carrera; (ii) la consagración de tres excepciones constitucionales a 

mailto:dfajardo@firmasanchez.com


  
 

 
Dirección: Carrera 26 Nº 17 – 40, Edificio Pasaje del Liceo, Oficina 312 
E-Mail: dfajardo@firmasanchez.com  
Tel. 3156374973 - 7221550  
Pasto - Nariño 

 

 

este principio, los servidores de elección popular, los funcionarios de libre 

nombramiento y remoción y los trabajadores oficiales (excepciones que no aplican en 

el caso particular); (iii) el deber de adelantar un concurso público, cuando no exista en 

la Constitución o en la ley un sistema que determine la forma como deba hacerse la 

provisión de un empleo; (iv) la fórmula de la convocatoria, como criterio que 

determina y evalúa los méritos y calidades de los aspirantes y por último (v) consagra el 

deber de garantizar el acceso a la función pública y la permanencia en el mismo, sin 

otras consideraciones distintas a las capacidades de los aspirantes. Dando alcance a 

lo referido anteriormente, este tribunal considera que la Constitución de 1991 exaltó el 

mérito como criterio predominante, “que no puede ser evadido ni desconocido por los 

nominadores, cuando se trata de seleccionar o ascender a quienes hayan de ocupar 

los cargos al servicio del Estado. Entre los fines de la misma se puede resaltar el de 

consagrar en beneficio de la colectividad sin ninguna discriminación el acceso y 

ascenso a la función pública” (Sentencia T-344 de 2000).  

 

En este orden de ideas, es necesario señalar que los sistemas de ingreso basados en el 

mérito tienen como objeto garantizar la permanencia de los empleados y funcionarios 

en los cargos públicos del Estado y el acceso de los ciudadanos a la administración de 

acuerdo a sus cualidades, talentos y capacidades. Así mismo, constituye plena 

garantía que consolida el principio de igualdad, en la medida en que propende por 

eliminar las prácticas de acceso a la función pública basadas en criterios subjetivos y 

por el contrario, propiciar por mecanismos dentro de criterios de moralidad y 

objetividad. Ante la vulneración de los derechos de mis representados, tal como se ha 

argumentado y demostrado de forma clara y más bien, razonada, es procedente 

despachar de forma favorable las pretensiones de esta acción constitucional, pues 

como conclusión de los fundamentos jurídicos planteados, se evidencia que le asiste al 

Despacho en desarrollo de sus potestades el deber de adoptar las medidas que se 

requieran para que mis representados, al considerarse afectados por las irregularidades 

detectadas en el concurso, puedan disfrutar de su derecho y que para ello, de 

acuerdo con la jurisprudencia constitucional “pueden entre otras acciones, suspender 

la ejecución del mismo en la etapa en la que se encuentre, o en su defecto dejar sin 

efectos todo el trámite realizado.” (Sentencia T-604 de 2013).  

 

De tal manera que la modificación del Manual de funciones en los cargos que aspiran 

mis representados o la inaplicación del requisito de ser técnico profesional, es la 

garantía de no trasgresión de los derechos fundamentales de los que son titulares los 

accionantes. 

 

V. MEDIOS PROBATORIOS: 

 

Solicito se valoren y sean tenidos en cuenta los siguientes medios probatorios: 

 

PRUEBAS DOCUMENTALES: 

 

 Acuerdo número 2020100003626 del 30 de noviembre de 2020 proferido por la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, “Por el cual se convoca y se establecen las 

reglas del proceso de selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto, para 

proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General 

de Carrera Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACIÓN DEL 

DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado como proceso de selección No. 1522 

del 2020 – Territorial Nariño”. 

 Circular Externa CNSC2016100000000057 

 Acuerdo No. CNSC 20191000008736 del 6 de septiembre de 2019  
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 Circular Externa CNSC 0006 del 19 de marzo de 2020 por la cual se da los 

lineamientos, el plazo y otras instrucciones para que las aludidas entidades 

públicas cumplieran oportunamente con la obligación del reporte de la OPEC. 

 oficio suscrito por el Dr. JHON ALEXANDER ROJAS CABRERA en su condición de 

Gobernador del Departamento de Nariño y el Dr. Fernando Grillo en condición 

de Director del Departamento Administrativo de la Función Pública, donde, de 

manera conjunta solicitaron a la CNSC suspendiera por un término no mayor a 

los seis meses el concurso de méritos por adolecer de inconsistencias técnicas y 

jurídicas.  

 Oficio de fecha 26 de febrero de 2021emanado por la CNSC mediante el cual 

se da respuesta a la petición del Gobernador. 

 Oficio dirigido al ex Gobernador del Departamento de Nariño Dr. Camilo 

Romero Galeano, por parte del Dr. Javier Augusto Medina Parra en su condición 

de Director de Fortalecimiento a la Gestión Territorial del Ministerio de Educación 

Nacional, donde certifica la aprobación de la planta aprobada para la 

Secretaria de Educación Departamental de Nariño en 1546 empleos, 

distribuidos: 100 a la planta profesionalizada de la Secretaria de Educación y 

1446 en las Instituciones Educativas del Departamento de Nariño.  

 Auto admisorio de la demanda de nulidad, mas el auto que corre traslado sobre 

las medidas cautelares dentro del proceso que se tramita ante el CONSEJO DE 

ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Radicación: 

11001032500020210031600 (1717-2021). 

 

VI. ANEXOS 

 

Se adjunta a la presente acción:  

- Copia de los documentos de identidad de mis representados.  

- Poder debidamente otorgado.  

 

VII. JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado otra acción 

constitucional de tutela en contra de las entidades hoy accionada, por los mismos 

hechos ni con las mismas pretensiones 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

 

 

PARTE ACCIONADA:  

 

 

- La Comisión Nacional del Servicio Civil, en la Carrera 16 No. 96 - 64, Piso 7 - 

Bogotá D.C. o en el correo electrónico: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  

 

 

- El Departamento de Nariño en la Calle 19 N° 23 – 78 Centro de la ciudad de 

Pasto (N).  o en el correo electrónico: notificaciones@narino.gov.co 

 

 

El ACCIONANTE:  
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- La señora Amelia Yanet Hidalgo Melo presidenta del sindicato UNION DE 

ADMINISTRATIVOS DEL SECTOR EDUCATIVO DE NARIÑO – UNASEN, en la Calle 18 

número 27-74 piso 2 de la ciudad de Pasto, o en el correo electrónico: 

fundacionmisderechos@hotmail.com  

 

- El suscrito en la carrera 26 numero 17- 40 oficina 327 Centro Comercial Pasaje El 

Liceo de la ciudad de Pasto, o en el correo electrónico 

dfajardo@firmasanchez.com  

 

 

Atentamente.  

 

 

 

 

Hernán Darío Fajardo Revelo. 

Abogado. 
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ACUERDO No. CNSC - 20191000008736 DEL 06-09-2019 

"Por el cual se define el procedimiento para el reporte de la Oferta Pública de Empleos de Carrera 
(OPEC) con el fin de viabilizar el concurso de ascenso" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL — CNSC 

En ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 909 de 2004, modificada por la Ley 1960 de 2019 
Y 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 125 de la Constitución Política que "(...) El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso 
en los mismos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para 
determinar los méritos y calidades de los aspirantes. (...)" 

Que artículo 29 de la Ley 909 de 2004 modificado por el artículo 1° de la Ley 1960 que "el concurso 
será de ascenso cuando: 1. La vacante o vacantes a proveer pertenecen a la misma planta de personal, 
las plantas de personal del sector administrativo o cuadro funcional de empleos) en los niveles asesor, 
profesional, técnico o asistencial. 2. Existen servidores públicos con derechos de carrera general o en 
los sistemas específicos o especiales de origen legal, que cumplan con los requisitos y condiciones 
para el desempeño de los empleos convocados a concurso. 3. El número de los servidores con 
derechos de carrera en la entidad o en el sector administrativo que cumplen con los requisitos y 
condiciones para el desempeño de los empleos convocados a concurso es igualo superior al número 
de empleos a proveer." 

Que el Parágrafo del artículo 29 ibidem establece que "la Comisión Nacional del Servicio Civil 
determinará, en el término máximo de seis (6) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, el procedimiento para que las entidades y organismos reporten la Oferta Pública de 
Empleos, con el fin de viabilizar el concurso de ascenso..." 

Que en mérito de lo expuesto, la CNSC en las sesiones del 29 de agosto y 5 de septiembre de 2019, 
aprobó el procedimiento para que las entidades reporten la oferta pública de empleos para viabilizar el 
concurso de ascenso, y en consecuencia, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO 1°: ACCIONES PARA DISPONER DE LA INFORMACIÓN NECESARIA. Las entidades, 
previo al reporte de la OPEC, deberán desarrollar las siguientes actividades: 

1. Identificar las vacantes definitivas y la información de los empleos relacionada con: 
Denominación, código y grado 
Asignación salarial 
Propósito del empleo 
Funciones 
Requisitos de estudios y experiencia 
Alternativas de requisitos de estudios y experiencia 
Equivalencia de requisitos de estudios y experiencia 
Estado de provisión e información relacionada con la condición de pre pensionado o fecha de 
inicio del encargo, según corresponda. 
Dependencia 
Fecha en la que se generó la vacante y 
Número de vacantes con su respectiva ubicación geográfica 

2. Abstenerse de reportar empleos que cuenten con lista de elegible vigente y suficiente. 
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3. Efectuar el estudio de cumplimiento de requisitos y condiciones para determinar si existen 
servidores públicos con derechos de carrera de la planta de personal de la entidad, que cumplen 
con los requisitos para el desempeño del empleo vacante, con el fin de garantizar el cumplimiento 
del criterio No. 2 establecido en el artículo 29 de la Ley. 

PARÁGRAFO. La información del empleo deberá corresponder al Manual Específico de Funciones y 
Competencias Laborales actualizado, de conformidad con el Decreto 815 de 2018. 

ARTÍCULO 2°. PROCEDIMIENTO PARA LA CONFORMACIÓN DE LA OFERTA PÚBLICA DE 
EMPLEOS DE CARRERA. La Oferta Pública de Empleos de Carrera (OPEC) se conforma con las 
vacantes definitivas de empleos de carrera existentes en la planta de personal de cada entidad, para 
lo cual las entidades deberán incorporar la información correspondiente a cada empleo en el Sistema 
para el Apoyo, el Mérito y la Oportunidad (SIMO), en la pestaña SIMO - ENTIDADES, ingresar con el 
usuario cargador (funcionario encargado de registrar la información), y desarrollar los siguientes pasos: 

Crear el empleo con la información de denominación, código y grado, asignación salarial, 
propósito del empleo, funciones, requisitos de estudios y experiencia, alternativas de requisitos 
de estudios y experiencia, equivalencias de requisitos de estudios y experiencia, estado de 
provisión actual e información relacionada con la condición de pre pensionado o del encargo, 
según corresponda, dependencia, fecha en la que se generó la vacante, número de vacantes 
con su respectiva ubicación geográfica y seleccionar la opción si este empleo cumple las 
condiciones para ser convocado en concurso de ascenso. 

Anexar el Manual Especifico de Funciones y Requisitos Mínimos en formato PDF, 
correspondiente al respectivo empleo. 

PARÁGRAFO: En la etapa de planeación del proceso de selección, la entidad deberá definir las 
vacantes de los empleos que serán ofertadas a través de concurso de ascenso. 

ARTÍCULO 3°. RESPONSABLE DEL REPORTE DE LA OFERTA PÚBLICA DE EMPLEOS DE 
CARRERA. El Representante legal de la entidad y Jefe de la Oficina de Talento Humano o quien haga 
sus veces, serán los funcionarios responsables del reporte de la OPEC. 

ARTÍCULO 4°. ACTUALIZACIÓN DE PERMANENTE DE LA OPEC. La OPEC deberá mantenerse 
actualizada, razón por la cual cada vez que se produzca una nueva vacante definitiva o un cambio en 
su información, la entidad deberá efectuar la actualización o modificación correspondiente, a más tardar 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la ocurrencia de la novedad. 

PARÁGRAFO: Para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 1960, las entidades 
deberán efectuar el reporte inicial de la Oferta Pública de Empleos de Carrera a más tardar el 25 de 
octubre de 2019, en los términos del presente acuerdo. 

ARTÍCULO 5° VIGILANCIA. El no reporte oportuno de la OPEC constituye una omisión administrativa 
que podrá ser sancionada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad con lo establecido 
en la Ley 909 de 2004 y de más normas pertinentes. 

ARTÍCULO 6°. VIGENCIA. El presente Acuerdo fue aprobado en sesiones de la CNSC del veintinueve 
(29) de agosto y cinco (5) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) y rige desde la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá, D. C. 

LUZ AMPARO CARDOSO CANIZALEZ 
Presidente 

Proyectó: Dirección de Administración de Carrera 
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CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A 
 

CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ 
 

Bogotá D.C., siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Referencia:    NULIDAD  
Radicación:   11001032500020210031600 (1717-2021) 
Demandante:  SINDICATO UNIÓN DE ADMINISTRATIVOS DEL 

SECTOR EDUCATIVO DE NARIÑO, UNASEN 
Demandado:  COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, CNSC 
 
Tema:   Admisión de la demanda  
 
 
AUTO INTERLOCUTORIO             O-035-2021 

 
 

1. ASUNTO 
 

El despacho se pronuncia sobre la admisión de la demanda de nulidad simple 
presentada1 en el proceso de la referencia.   
 

2. ANTECEDENTES 
 
El Sindicato Unión de Administrativos del Sector Educativo de Nariño, UNASEN, por 
intermedio de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de nulidad de 
que trata el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (CPACA), demandó2 a la Comisión Nacional del 
Servicio Civil. Como pretensiones de la demanda, formuló las que se transcriben a 
continuación: 

 
[…] DECLARATIVAS  
 
PRIMERA. Se declare la nulidad del Acto Administrativo contenido en el 
Acuerdo número 2020100003626 del 30 de noviembre de 2020 proferido por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, “Por el cual se convoca y se establecen 
las reglas del proceso de selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto, 
para proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

 
1 La demanda se radicó el 4 de junio de 2021 (índice 1 del expediente digital). Por tal motivo, en el 
estudio de admisibilidad de la demanda resulta aplicable la Ley 2080 de 2021, «por medio de la cual 
se Reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –Ley 1437 
de 2011– y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se 
tramitan ante la jurisdicción». 
2 Índice 2 del expediente digital.  
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GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado como 
proceso de selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño”.  
 
CONDENATORIAS.  
 
SEGUNDA. Condenar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la expedición 
de un nuevo Acto Administrativo por el cual se convoque y establezcan las 
reglas de juego para el concurso de méritos para proveer los empleos en 
vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACIÓN DEL 
DEPARTAMENTO DE NARIÑO, previo proceso de reestructuración de la 
planta de personal de la Gobernación del Departamento de Nariño, ajustes a la 
OPEC y Manual de Funciones y Competencias Laborales, que para el efecto 
realice el Gobernador del Departamento de Nariño en conjunto con el 
Departamento Administrativo de la Función Publica […] 

 
3. CONSIDERACIONES 

 
Competencia 
 
Revisado el escrito de la demanda se encuentra que esta Corporación es 
competente para conocer del asunto en única instancia, según lo previsto por el 
numeral 1 del artículo 149 del CPACA3. 
 
Cumplimiento de requisitos 
 
La demanda resulta procedente de conformidad con el artículo 137 del CPACA. 
Además, cumple con los requisitos formales exigidos en el artículo 162 ibidem, así 
como con el de oportunidad previsto en el literal a) del numeral 1 del artículo 164 de 
la misma codificación. 
 
No obstante, el despacho advierte que la pretensión segunda de la demanda, 
consistente en condenar a la CNSC a expedir un nuevo acto administrativo que 
regule la convocatoria al concurso de méritos enjuiciado, previa restructuración de 
la planta de personal y ajuste de la OPEC, al igual que del manual de funciones y 
competencias laborales, no se ajusta al objeto del presente medio de control, que 
tiene como propósito exclusivo la declaratoria de nulidad de actos administrativos. 
Por lo tanto, se excluirá como pretensión de la demanda.  
 

4. VINCULACIÓN LITISCONSORCIAL 
 

Las entidades beneficiarias de los concursos públicos de mérito son quienes 
clasifican los empleos y los requisitos para acceder a los mismos. Estas consolidan 

 
3 CPACA, art. 149, n.° 1: «El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, 
por intermedio de sus Secciones, Subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de 
trabajo que la Sala disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos: 1. De la nulidad 
de los actos administrativos expedidos por las autoridades del orden nacional, o por las personas o 
entidades de derecho privado que cumplan funciones administrativas en el mismo orden, salvo que 
se trate de actos de certificación o registro, respecto de los cuales la competencia está radicada en 
los tribunales administrativos.». 
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el Manual de Funciones y Competencias Laborales, así como la oferta pública de 
empleos de carrera, OPEC. Con base en la información reportada por dichas 
entidades, la Comisión Nacional del Servicio Civil publica la oferta y estructura la 
convocatoria.  
 
En ese orden de ideas, no se puede desconocer que, pese a no haberlo proferido 
directamente, el departamento de Nariño tuvo un papel fundamental en la expedición 
del Acuerdo 2020100003626 del 30 de noviembre de 2020 y que la calidad de 
beneficiaria que le asiste respecto del proceso de selección cuestionado hace que los 
efectos jurídicos de la sentencia que se profiera en el presente proceso se extiendan 
para cobijar también a aquella entidad territorial. 
 
Sobre el particular, el artículo 62 del Código General del Proceso dispone lo 
siguiente: 
 

[…] Artículo 62. Litisconsortes cuasinecesarios. Podrán intervenir en un proceso 
como litisconsortes de una parte y con las mismas facultades de esta, quienes 
sean titulares de una determinada relación sustancial a la cual se extiendan los 
efectos jurídicos de la sentencia, y que por ello estaban legitimados para 
demandar o ser demandados en el proceso. 
Podrán solicitar pruebas si intervienen antes de ser decretadas las pedidas por 
las partes; si concurren después, tomarán el proceso en el estado en que se 
encuentre en el momento de su intervención […] 

 
Establecido lo anterior, resulta procedente la vinculación del departamento de 
Nariño a este proceso en calidad de litisconsorte cuasinecesario. 
 

5. SOLICITUD DE SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
 
En lo concerniente al trámite de la medida cautelar solicitada en escrito aparte, se 
ordenará a través de auto separado surtir el procedimiento previsto por el Capítulo 
XI del Título V de la Segunda Parte del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo, CPACA.  
 
En mérito de lo expuesto el despacho, 
 

RESUELVE 
 

Primero: Admitir la demanda presentada por el Sindicato Unión de Administrativos 
del Sector Educativo de Nariño, UNASEN en contra de la Comisión Nacional del 
Servicio Civil, juicio que se tramitará en única instancia, mediante el proceso 
establecido en el capítulo IV del Título V de la segunda parte del CPACA. 
 
Segundo: Vincular al trámite del presente proceso al departamento de Nariño, en 
calidad de litisconsorte cuasinecesario. 
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Tercero: Excluir del objeto del presente proceso la pretensión segunda de la 
demanda4, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
Cuarto: Notificar personalmente el presente auto a la entidad demandada y a la 
vinculada como litisconsorte, de conformidad con los artículos 171, numeral 1, 198 
y 199 del CPACA. 
 
Quinto: Notificar por estado a la parte demandante, según lo señalado en los 
artículos 171, numeral 1, y 201 del CPACA. 
 
Sexto: Notificar personalmente esta providencia al Ministerio Público, de 
conformidad con los artículos 171, numeral 2, y 199 del CPACA. 
 
Séptimo: No hay lugar a exigir a la parte demandante el depósito correspondiente 
a los gastos del proceso, de acuerdo con lo indicado en el numeral 4 del artículo 
171 del CPACA. 
 
Octavo: Remitir copia del presente auto al buzón electrónico de notificaciones de la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de conformidad con el artículo 
199 del CPACA, para que, si lo considera pertinente, intervenga en el presente 
medio de control en los términos del artículo 610 del CGP. 
 
Noveno: Correr traslado de la demanda a la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
al departamento de Nariño y al Ministerio Público por un término de 30 días, de 
conformidad con el artículo 172 del CPACA, plazo que comenzará a correr según lo 
dispuesto en el artículo 199 ibidem. 
 
Décimo: Prevenir a la entidad demandada y a la vinculada como litisconsorte que 
durante el término para contestar la demanda deberán allegar el expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados y que se 
encuentren en su poder, según lo prevé el parágrafo 1 del artículo 175 del CPACA. 
 
Décimo primero: Ordenar a la Secretaría de la Sección Segunda que informe a la 
comunidad sobre la existencia de este medio de control, en acatamiento de lo 
previsto en el numeral 5 del artículo 171 del CPACA. 
 
Décimo segundo: Reconocer personería jurídica a la abogada Bibian Sánchez 
Rodríguez, identificada con cédula de ciudadanía 59.822.603 y T.P. 123.326 del C. 
S. de la J., para actuar en representación del Sindicato Unión de Administrativos del 

 
4 «[…] Condenar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la expedición de un nuevo Acto 
Administrativo por el cual se convoque y establezcan las reglas de juego para el concurso de méritos 
para proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO, 
previo proceso de reestructuración de la planta de personal de la Gobernación del Departamento de 
Nariño, ajustes a la OPEC y Manual de Funciones y Competencias Laborales, que para el efecto 
realice el Gobernador del Departamento de Nariño en conjunto con el Departamento Administrativo 
de la Función Publica […]». 
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Sector Educativo de Nariño, UNASEN, dentro de los términos del poder conferido, 
que obra como anexo de la demanda en el índice 2 del expediente digital. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  

 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ 

FIRMA ELECTRÓNICA 
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CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN A 
 

CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ 
 

Bogotá D.C., siete (7) de julio de dos mil veintiuno (2021) 
 
 
Referencia:    NULIDAD  
Radicación:   11001032500020210031600 (1717-2021) 
Demandante:  SINDICATO UNIÓN DE ADMINISTRATIVOS DEL 

SECTOR EDUCATIVO DE NARIÑO, UNASEN 
Demandado:  COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, CNSC 
 
Tema:  Solicitud de medida cautelar de urgencia. Ordena 

impartir procedimiento ordinario de medida cautelar.  
 
 
AUTO INTERLOCUTORIO                                                             O-036-2021 

 
 

1. ASUNTO 
 
Corresponde al despacho impartirle el trámite pertinente a la solicitud de medida 
cautelar elevada por la parte demandante con carácter de urgencia.  
 
 

2. ANTECEDENTES 
 

En ejercicio del medio de control de nulidad que consagra el artículo 137 del 
CPACA, el Sindicato Unión de Administrativos del Sector Educativo de Nariño, 
UNASEN, por intermedio de apoderado judicial, demandó a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil. Como pretensiones de la demanda, formuló las siguientes: 

 
[…] DECLARATIVAS  
 
PRIMERA. Se declare la nulidad del Acto Administrativo contenido en el 
Acuerdo número 2020100003626 del 30 de noviembre de 2020 proferido por la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, “Por el cual se convoca y se establecen 
las reglas del proceso de selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto, 
para proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 
GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO identificado como 
proceso de selección No. 1522 del 2020 – Territorial Nariño”.  
 
CONDENATORIAS.  
 
SEGUNDA. Condenar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la expedición 
de un nuevo Acto Administrativo por el cual se convoque y establezcan las 
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reglas de juego para el concurso de méritos para proveer los empleos en 
vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la GOBERNACIÓN DEL 
DEPARTAMENTO DE NARIÑO, previo proceso de reestructuración de la 
planta de personal de la Gobernación del Departamento de Nariño, ajustes a la 
OPEC y Manual de Funciones y Competencias Laborales, que para el efecto 
realice el Gobernador del Departamento de Nariño en conjunto con el 
Departamento Administrativo de la Función Publica […] 

 
En auto separado proferido de manera simultánea a la presente decisión, se admite 
la demanda, se excluye la pretensión segunda como objeto del presente proceso 
toda vez que no se enmarca en la finalidad que persigue el medio de control de 
nulidad simple y se ordena la vinculación del departamento de Nariño en calidad de 
litisconsorte cuasinecesario.  
 
 

3. SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 
 
En el escrito que contiene la demanda, la organización sindical solicitó que, de 
manera provisional, se suspendan los efectos del acto administrativo demandado 
hasta tanto se profiera la sentencia que ponga fin al proceso.   
 
Mediante memorial separado1, dicha entidad remitió comprobante del inicio de la 
etapa de venta de derechos de participación e inscripciones para el concurso de 
méritos que se rige por el Acuerdo número 2020100003626 del 30 de noviembre de 
2020, expedido por la CNSC. Con base en ello, pidió que se le imprima trámite de 
urgencia a la solicitud de medida cautelar.   
 
 

CONSIDERACIONES 
 

(i) Las medidas cautelares de urgencia 
 
En la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el trámite de urgencia de las 
medidas cautelares representa una excepción al procedimiento que ordinariamente 
debe agotarse con el fin de disponer su adopción y que se encuentra señalado en 
el artículo 233 del CPACA2.  

 
1 Radicado el 9 de junio de 2021 (índice 4 del expediente digital).  
2 CPACA, art. 233: «Procedimiento para la adopción de las medidas cautelares. La medida cautelar 
podrá ser solicitada desde la presentación de la demanda y en cualquier estado del proceso. 
El Juez o Magistrado Ponente al admitir la demanda, en auto separado, ordenará correr traslado de 
la solicitud de medida cautelar para que el demandado se pronuncie sobre ella en escrito separado 
dentro del término de cinco (5) días, plazo que correrá en forma independiente al de la contestación 
de la demanda. 
Esta decisión, que se notificará simultáneamente con el auto admisorio de la demanda, no será 
objeto de recursos. De la solicitud presentada en el curso del proceso, se dará traslado a la otra parte 
al día siguiente de su recepción en la forma establecida en el artículo 108 del Código de 
Procedimiento Civil. 
El auto que decida las medidas cautelares deberá proferirse dentro de los diez (10) días siguientes 
al vencimiento del término de que dispone el demandado para pronunciarse sobre ella. En este 
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Sobre las medidas cautelares de urgencia, el artículo 234 ibidem dispone lo 
siguiente: 
 

[…] Artículo 234. Medidas cautelares de urgencia. Desde la presentación de la 
solicitud y sin previa notificación a la otra parte, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá adoptar una medida cautelar, cuando cumplidos los requisitos para su 
adopción, se evidencie que por su urgencia, no es posible agotar el trámite 
previsto en el artículo anterior. Esta decisión será susceptible de los recursos a 
que haya lugar. 
 
La medida así adoptada deberá comunicarse y cumplirse inmediatamente, 
previa la constitución de la caución señalada en el auto que la decrete […] 

 
De acuerdo con esto, al tratarse de situaciones de urgencia, el legislador dispuso 
que el decreto de la medida cautelar puede ser ordenado inaudita parte debitoris3, 
esto es, sin audiencia del demandado, para lo cual, salvo que se trate de la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos y otras 
situaciones previstas en el artículo 232 ejusdem4, el solicitante debe pagar una 
caución. En todo caso, la decisión que se adopte puede ser objeto de los recursos 
ordinarios correspondientes. 

 
El artículo 234 antes transcrito no prevé una definición de lo que debe entenderse 
por «urgencia», no obstante esta Corporación ha dicho que la expresión alude al 
«inminente riesgo de afectación de los derechos del interesado»5, lo que puede 
manifestarse en (i) la imposibilidad de ejecutar la sentencia si no se impone una 
medida provisional urgente, (ii) el posible acaecimiento de un perjuicio irremediable 
o (iii) la concreción de un peligro inminente6. Estas situaciones conducen a que la 
intervención judicial resulte impostergable, pues incluso el decreto de la cautela por 
la vía ordinaria podría hacer inane la efectividad de la sentencia.  

 
mismo auto el Juez o Magistrado Ponente deberá fijar la caución. La medida cautelar solo podrá 
hacerse efectiva a partir de la ejecutoria del auto que acepte la caución prestada. 
Con todo, si la medida cautelar se solicita en audiencia se correrá traslado durante la misma a la otra 
parte para que se pronuncie sobre ella y una vez evaluada por el Juez o Magistrado Ponente podrá 
ser decretada en la misma audiencia. 
Cuando la medida haya sido negada, podrá solicitarse nuevamente si se han presentado hechos 
sobrevinientes y en virtud de ellos se cumplen las condiciones requeridas para su decreto. Contra el 
auto que resuelva esta solicitud no procederá ningún recurso». 
3 Cfr. SERGIO GONZÁLEZ REY, «Comentario al artículo 234 del CPACA», en: José Luis Benavides 
(editor), Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 
2011 comentado y concordado, 2.a ed., Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2016, pp. 590-
591. 
4 CPACA, art. 232: «Caución. El solicitante deberá prestar caución con el fin de garantizar los 
perjuicios que se puedan ocasionar con la medida cautelar. El Juez o Magistrado Ponente 
determinará la modalidad, cuantía y demás condiciones de la caución, para lo cual podrá ofrecer 
alternativas al solicitante. 
La decisión que fija la caución o la que la niega será apelable junto con el auto que decrete la medida 
cautelar; la que acepte o rechace la caución prestada no será apelable. 
No se requerirá de caución cuando se trate de la suspensión provisional de los efectos de los actos 
administrativos, de los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e 
intereses colectivos, de los procesos de tutela, ni cuando la solicitante de la medida cautelar sea una 
entidad pública». 
5 CE, Sec. Tercera, Subsec. C, Auto, rad. 11001-03-26-000-2014-00034-00(50221), may. 29/2014.  
6 CE, Sec. Quinta, Auto, rad. 11001-03-28-000-2021-00006-00, mar. 24/2021. 
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Además, se destaca que la facultad que le confiere al juez el trámite de urgencia 
previsto en la mencionada norma es de carácter excepcional toda vez que limita el 
derecho a ser oído que comúnmente le asiste a la parte demandada antes de que 
se provea sobre la medida cautelar7.  
 
Visto lo anterior, es plausible concluir que la figura objeto de estudio se justifica en 
términos de tiempo y de proporcionalidad. Así, en tratándose de las medidas 
cautelares de urgencia, el único motivo por el que debe ceder el derecho de 
audiencia de la parte demandada es la absoluta inminencia y gravedad de la 
transgresión que aquella busca evitar, bajo el entendido que el trámite que 
ordinariamente debe impartirse no proporciona la celeridad requerida para 
garantizar una justicia oportuna y, con ello, efectiva.  
 
Sobre el concepto de urgencia en el derecho administrativo, la doctrina española8 
ha señalado lo siguiente: 
 

[…] es la insuficiencia del Derecho administrativo normal para la consecución 
de un interés público legal el fundamento de la utilización de las instituciones 
de urgencia. Sin embargo, hay que añadir algo más específico para que se 
matice debidamente entre la urgencia y otras figuras afines. La insuficiencia ha 
de ser por razón del tiempo; esto es, la causa por la cual la institución o 
procedimiento administrativo normal no sirve para alcanzar el fin perseguido ha 
de ser el tiempo. La utilización de la institución excepcional de urgencia va a 
alcanzar la misma meta que jurídicamente se podría alcanzar con la institución 
normal administrativa. Lo que ocurre es que aquella la alcanzará en un lapso 
de tiempo en el que el derecho normal no podría nunca alcanzarla, y ese lapso 
breve de tiempo era esencial para el fin administrativo propuesto […] 

 
Por último, es importante anotar que como el uso de la urgencia en las medidas 
cautelares implica el ejercicio de una facultad judicial excepcional a la que va 
aparejada la merma de las garantías de la parte demandada, el deber de motivación 
para justificar la adopción de este trámite extraordinario se intensifica no solo para 
el juez que es el llamado a resolverla, sino también para el demandante cuando se 
estudia su procedencia a petición de parte. En ese sentido, para su adopción debe 
acreditarse suficientemente la inminencia e impostergabilidad de la medida en 
relación con el trámite que normalmente ha previsto el ordenamiento jurídico para 
proveer esta tutela. 
 

(ii) Caso concreto 
 
La parte demandante consideró que la solicitud de suspensión de los efectos del 
acto demandado resulta viable porque el concurso de méritos aún se encuentra en 
una etapa temprana, de manera que la medida prevendría la afectación de derechos 

 
7 Sobre el particular puede consultarse el Auto de unificación de 31 de marzo de 2016 proferido por 
la Sección Quinta del Consejo de Estado, rad. 11001-03-28-000-2016-00037-00. 
8 Clavero Arévalo, Manuel Francisco, “Ensayo de una teoría de la urgencia en el derecho 
administrativo,” Revista de Administración Pública, nº 10, Madrid, 1953, p. 30. 
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de los aspirantes. A su juicio, el hecho de que haya comenzado la venta de derechos 
de participación e inscripciones al proceso de selección justifica no solo la 
procedencia sino también la urgencia de cautela pretendida.  
 
El despacho observa que a pesar de que la parte demandante pidió que se imparta 
el procedimiento de urgencia a la solicitud de medida cautelar, no ofreció una 
justificación que se acompase con el carácter expedito y excepcional que permite 
omitir la aplicación del trámite ordinario dispuesto en el artículo 233 del CPACA para 
el estudio de estas medidas de protección.  
 
En efecto, según se explicó, la orden cautelar que pretenda tener carácter urgente 
exige una argumentación especial y reforzada que explique ya no por qué no es 
posible esperar a que se profiera sentencia, sino por qué no es posible esperar a 
que se atienda el procedimiento ordinario de las medidas cautelares, en el que el 
derecho de audiencia del demandado es premisa.  De acuerdo con ello, es plausible 
concluir que la parte demandante no cumplió con la carga argumentativa que le 
asiste.  
 
Aunado a ello, al razonar en términos de tiempo y proporcionalidad, el despacho no 
advierte que los riesgos asociados a la continuidad del trámite del concurso de 
mérito sean de una inminencia y gravedad tal que ameriten la impostergable 
intervención judicial sin garantía del derecho de defensa de la CNSC y del 
departamento de Nariño.  
 
Lo anterior, por supuesto, sin desconocer que es un asunto de la mayor relevancia 
y transcendencia constitucional que, en armonía con lo afirmado por el demandante, 
amerita un pronunciamiento para que, en caso de resultar procedente, se ordenen, 
provisionalmente, las medidas necesarias para proteger el objeto del proceso y la 
efectividad de la sentencia. Sin embargo, estima el despacho que, por los motivos 
antedichos, esta finalidad puede alcanzarse con el procedimiento normal que 
contempla el artículo 233 del CPACA para este tipo de cautelas, sin la restricción 
del derecho a ser oído de que goza la parte demandada.  
 
Por lo anterior, se negará el trámite de urgencia de la solicitud de medida cautelar 
para, en su lugar, disponer que se imparta el procedimiento que ordinariamente se 
le da a aquellas. En consecuencia, dado que, simultáneamente, en auto separado 
se resolvió admitir la demanda, se correrá traslado de la solicitud de medida cautelar 
a las entidades demandadas, como lo dispone el artículo 233 del CPACA. 
 
En mérito de lo expuesto, se 

 
RESUELVE 

 
Primero: Deniéguese el trámite de urgencia de la medida cautelar que solicitó la 
parte demandante dentro del presente proceso. En su lugar, impártase a dicha 
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petición el procedimiento ordinario que consagra el artículo 233 del CPACA, de 
conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 
Segundo: Córrase traslado a la CNSC y al departamento de Nariño, por el término 
de cinco (5) días, de la solicitud de medida cautelar que presentó el Sindicato Unión 
de Administrativos del Sector Educativo de Nariño, UNASEN, respecto del Acuerdo 
2020100003626 del 30 de noviembre de 2020, expedido por la primera de dichas 
entidades. Lo anterior para que, si a bien tienen, se pronuncien sobre ella en escrito 
separado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 233 del CPACA. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  
 
 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ 
FIRMA ELECTRÓNICA 
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